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Sobre la vulnerabilidad urbana de Caracas


SOBRE LA VULNERABILIDAD 

URBANA DE CARACAS

Alfredo Cilento Sarli

Introducción

La modificación del medio ambiente natural, para albergar las actividades necesarias para la vida de los humanos, es en esencia lo que realizan el conjunto de variados actores vinculados al sector económico de la construcción. La progresiva urbanización de la población –que a principios de este siglo ya sobrepasa la mitad de la población mundial y que, en 25 años más, se acercará a 70%– y las modificaciones implícitas en el uso del suelo han llevado a que el medio ambiente modificado pase de la condición de sistema “contenido” a la de “contenedor” de ecosistemas. Esto implica un incremento de los riesgos asociados a las amenazas naturales, “puesto que los ecosistemas de la biosfera están cada vez más saturados de sistemas artificiales”, con el evidente efecto de reducir sus capacidades de autorregulación y asimilación (Yean, 1999). Venezuela es uno de los países más urbanizados del mundo, con casi 90% de población urbana y cerca de 50% de su población viviendo en barrios pobres, lo que de por sí implica una muy alta vulnerabilidad en todos sus centros urbanos.

La catástrofe del estado Vargas y Caracas, ocurrida en diciembre de 1999, reflejó la transformación del área metropolitana de Caracas y su litoral (AMC), de espacio urbano contenido a espacio continente del ecosistema de la serranía del Ávila, con sus potenciales consecuencias. La historia no es nueva: en 1926, cuando el petróleo pasó a ser el primer producto de exportación de Venezuela, se inició un éxodo rural-urbano y un creciente ritmo de urbanización de la población. En aquel momento, y hasta inicios de los años 40, Caracas, Petare y los pueblos del litoral de Caracas, hoy estado Vargas (Catia la Mar, Maiquetía, La Guaira, Macuto, Naiguatá, La Sabana, Chuspa), eran pequeñas localidades y pueblos “contenidos” en el ecosistema del Ávila, sector de la cordillera de la costa. Los deslaves y aludes que habían ocurrido a lo largo de la historia geológica del Ávila todavía no provocaban contingencias pues entonces esos pueblos vivían en armonía con su ambiente natural. Ya para noviembre de 1938 las torrenciales aguas del río Maiquetía (Piedra Azul) “destruyeron innumerables viviendas construidas imprevisiblemente cerca de su cauce, ocasionando muchas víctimas entre sus pobladores” (Rohl, 1950). En 1948 y en 1951 se repitieron devastadores aludes y desbordes que afectaron todo el litoral, particularmente las hoyas de los ríos Piedra Azul, Osorio, Punta Mulatos o Cariaco, Escondido o Macuto, El Cojo y Camurí Chico. Para entonces el ecosistema del Ávila ya estaba contenido den-tro del espacio urbano de Caracas que continuaba creciendo desordenadamente, a costa del medio ambiente natural que ahora rodeaba, no que la rodeaba. El desastre de 1999 es el resultado de esa especie de “ecofagia”: más de 40.000 viviendas destruidas y más de 10.000 muertos o desaparecidos (Cilento, 2000).

El paso de las localidades del AMC de espacios contenidos a territorio contenedor del ecosistema del Ávila, está claramente expresado en el hecho de que todos los lechos de los ríos y quebradas de su vertiente norte, en su recorrido hacia el mar, atraviesan los espacios urbanizados del litoral. Y los principales de la vertiente sur (Caroata, Catuche, Anauco, Canoas, Pajaritos, Sebucán, Agua de Maíz, Tócome) atraviesan la ciudad, incluso por debajo, para desembocar en el río Guiare, que a su vez parte en dos al valle mayor, densamente poblado, de la ciudad. El Ávila no es sólo el llamado “pulmón vegetal” de Caracas, su más bello escenario natural y símbolo vivo de la ciudad, sino la fuente de mayores amenazas para los habitantes de la principal aglomeración urbana del país.

En este artículo se analizarán de manera general algunos de los rasgos de vulnerabilidad del AMC, relacionados con su estructura urbana y con las amenazas de mayor riesgo que la afectan. También se presentará un enfoque sobre los aspectos relacionados con la prevención, preparación, mitigación y rehabilitación, para enfrentar un desastre mayor. No se trata en este trabajo sobre los aspectos más especializados de la ingeniería de desastres, tampoco es la presentación del resultado de una investigación específica sobre el tema de la vulnerabilidad, que reviste otros aspectos: políticos, económicos, médico-sanitarios, psicosociales y culturales, que escapan a su alcance. Es una reflexión y un llamado de alerta sobre los riesgos que penden sobre el espacio urbano caraqueño, contenedor del ecosistema del Ávila.

Vulnerabilidad y sostenibilidad metropolitanas

El concepto de sostenibilidad de los asentamientos humanos implica la exigencia de que las actividades de producción del medio ambiente construido sean perdurables en el largo plazo y minimicen la afectación del medio ambiente natural. Por ello los factores de vulnerabilidad urbana están íntimamente ligados a la falta de sostenibilidad de las actuaciones de los humanos para la modificación del medio ambiente natural, y la transformación de lo modificado que, en resumidas cuentas, es lo que hemos hecho a lo largo de siglos, para la construcción de los asentamientos humanos. La diferencia es que unas civilizaciones han construido y vivido en armonía con el ambiente y otras no. De hecho, las áreas metropolitanas y mega-ciudades del mundo en desarrollo representan el mayor potencial de pérdidas humanas, de pérdidas patrimoniales, de pérdida de insumos productivos, de infraestructura y de capacidad de producción, en el caso de un desastre natural o provocado por los humanos.

La sostenibilidad de las actuaciones públicas en los ámbitos municipal y metropolitano depende en gran medida de la cooperación y concertación intermunicipal, expresadas en convenios, asociaciones, consorcios y otros medios de coordinación y vinculación. Como en el caso del AMC, la necesidad de una autoridad metropolitana con capacidad efectiva y real de gerencia amplia es fundamental para el logro de una eficiente administración local, y su inoperancia propicia factores de ingobernabilidad y de vulnerabilidad. A los distritos metropolitanos les compete fundamentalmente la planificación y gestión de los sistemas de redes de servicios públicos, y la prestación de otros servicios del ámbito metropolitano, intermedio entre las municipalidades y las gobernaciones de estado. Servicios mancomunados fundamentales son las redes de vialidad y transporte, las redes de acueducto, cloacas y drenajes, las redes de electricidad y alumbrado público, los servicios de disposición y reciclaje de desechos sólidos, la planificación y control urbano metropolitanos, los servicios metropolitanos de policía, los programas de reducción de los riesgos y la preparación de la población para enfrentar desastres.

La mezcla de pobreza y fallas de gobernabilidad de las áreas metropolitanas es un acelerador de los factores de riesgo e inseguridad en la vida cotidiana de los ciudadanos, lo que se acrecienta bajo las circunstancias de una catástrofe de gran magnitud. El AMC, y en general las áreas metropolitanas del mundo en desarrollo, no sólo no está exenta de esa posibilidad sino que, en el caso de Caracas, buena parte de los especialistas opinan que el período de maduración de la próxima gran emergencia sísmica puede llevar a su ocurrencia en el primer tercio del siglo que se está iniciando. El valle de Caracas ya ha experimentado numerosos eventos sísmicos de magnitud importante, los últimos en junio de 1641, octubre de 1766, marzo de 1812, octubre de 1900 y junio de 1967.

Lo que sí es seguro es que una emergencia mayor, producto de un sismo, inundaciones o cualquier otro cataclismo, afectará a toda la ciudad, independientemente del municipio o repartición local en la que sus efectos hubiesen producido un mayor impacto. Y, dada la vulnerabilidad de la ciudad, no es posible esperar a que ocurra un desastre para que las autoridades nacionales y locales se aboquen a establecer un mecanismo o un plan de contingencia para la coordinación o gerencia de las acciones destinadas a enfrentar sus efectos. Tampoco es suficiente ni eficiente que cada municipio desarrolle un plan particular, puesto que se requieren planes y acciones de carácter metropolitano. Siete municipios y el estado Vargas, que conforman lo que pudiéramos llamar la Gran Caracas, no sólo actúan descoordinadamente en la gestión ordinaria de los servicios metropolitanos, sino que no disponen de ningún mecanismo operativo que permita actuar con rapidez y eficiencia antes, durante y después de ocurrido un sismo destructivo o una gran catástrofe.

De otra parte, de acuerdo con lo planteado por Negrón (2001), habría que pensar en un ámbito aún mayor, el de la región metropolitana de Caracas, integrada por el área metropolitana de Caracas, litoral Vargas, Ciudad Losada, Guarenas-Guatire y Los Teques, que para 1990 totalizaban en su conjunto 4.094.924 habitantes, equivalentes a 21% de la población nacional. Este ámbito territorial, anota Negrón, opera como una unidad funcional urbana, integrada en lo social y lo económico y con un intenso grado de interacción e intercambios cotidianos. Por lo demás, la región metropolitana de Caracas amplifica el carácter contenedor del ecosistema avileño, y refleja como sistema las vulnerabilidades de cada uno de los espacios urbanos que lo componen. 

Los riesgos de la pobreza

Es necesario insistir en que la pobreza es el factor de vulnerabilidad más importante del mundo en desarrollo. El progresivo deterioro de la calidad de vida en las ciudades está asociado a la pobreza y el desempleo. Peter Walker
 ha señalado que “un pobre crecimiento es precursor de los desastres, ya que éstos golpean de forma más fuerte a los pobres y a los marginados”. Las personas que nazcan a principios del siglo xxı probablemente verán un aumento de 40 cm o más en el nivel del mar. Además podrán presenciar una disminución importante del caudal de los más importantes ríos. La frecuencia y severidad de los eventos extremos, sequías y huracanes van a incrementarse. Podrían duplicarse las muertes por efectos del calor e incrementarse los efectos de la malaria y otras infecciones sensibles a climas calientes. Si estas tendencias son reales, como todo parece indicarlo, habría que preguntarse si la comunidad y los países están preparándose para hacerles frente.

La pobreza conspira contra la posibilidad de iniciar una enérgica gestión que garantice la sostenibilidad de las acciones de construcción y recuperación del medio ambiente construido, y de preservación del medio natural. Por ello la lucha contra la pobreza y el desempleo es el primer paso, es casi un prerrequisito, para enfrentar la vulnerabilidad de los asentamientos humanos. Los efectos económicos y sociales de un sismo en San Francisco de California no son iguales que en Cariaco, estado Sucre. Aun cuando la ciudad norteamericana implica riesgos técnicos y físicos mucho mayores, cualquier pequeña ciudad venezolana se verá mucho más afectada por un sismo de igual intensidad, la diferencia en los efectos está dada por el grado de pobreza.

En 1998, 57,6% de los hogares venezolanos tenían ingresos inferiores a la línea de pobreza. En 2000 el porcentaje de hogares pobres aumentó a 60,3% y en 2001 este porcentaje pudiera haber alcanzado a 62,2% (Ruitort, 2002). Además, durante el primer trimestre de 2002, el desempleo subió a 15,3%, mientras el empleo informal o subempleo llegó a 50,4%
. Lo peor es que el sector más desfavorecido de la sociedad tiene más de 20 años seguidos de pérdida de poder adquisitivo, debido al deterioro del salario real, producto de las fuertes presiones inflacionarias que aquejan a la economía venezolana desde 1978. Un reciente estudio de la Universidad Católica Andrés Bello revela que, aun si en Venezuela las remuneraciones crecieran a 10% anual en términos reales, al cabo de 10 años la población en pobreza sería de 22% y de esa forma se necesitarían cerca de 15 años para eliminar la pobreza (Riutort, 1999).

En todas las sociedades el sector más vulnerable está constituido por las mujeres, los niños, los ancianos y las personas discapacitadas; son aún más vulnerables en las sociedades pobres, y todavía más afectados en el caso de los barrios de Caracas, debido a que las fuertes pendientes y la alta densidad de ocupación limitan mucho más sus desplazamientos. En gran parte de los barrios caraqueños la altura que tienen que ascender o descender muchos de sus pobladores, mediante escalinatas y pasos deficientemente construidos o improvisados, llega a ser equivalente a un edificio de 30 a 40 pisos. Es evidente el efecto que esto tiene sobre los sectores más vulnerables de esos grupos humanos, algunos de ellos nunca han bajado a las zonas planas de la ciudad.

A todo esto se suman los graves problemas relacionados con la seguridad de personas y bienes, asociados al crecimiento de la delincuencia y el tráfico de estupefacientes, que también son consecuencia de la pobreza y el desempleo, y afectan severamente a los sectores más vulnerables. La recuperación de los niveles de crecimiento económico y de la oferta de empleo, junto a la lucha contra la inflación, principales causas del desempleo y del deterioro del salario, debería ser la principal orientación de la política económica y social del Estado venezolano. Sin ello es poco menos que imposible reducir los niveles de vulnerabilidad urbana de nuestras ciudades y nuestros ciudadanos. 

Amenazas y vulnerabilidad del AMC

La mayor parte de los asentamientos urbanos venezolanos, la población y el empleo, están ubicados en la franja andina-centro-norte-costera, eje tradicional de actividades productivas y de vinculaciones con los mercados externos; que, además, se corresponde con las zonas de mayor riesgo sísmico del país. El AMC –que se supone representa el mayor nivel de calidad de vida en Venezuela– ha incrementado, sin embargo, alarmantemente su vulnerabilidad frente a un sismo de intensidad media. La población que habita en barrios pobres alcanzaba en 1993 a 41,5% de la población total
, casi el triple que cuando ocurrió el terremoto de 1967 y ocupa casi la misma superficie, lo cual indica un elevado incremento de la densidad
, y consecuentemente un proceso acelerado de crecimiento de los riesgos. Mientras la población total del AMC se incrementó entre 1950 y 1990 en 300%, la población en zonas de ranchos aumentó, en el mismo lapso, en 878%. El número de ranchos se duplicó entre 1970 y 1990, y casi se decuplicó entre 1950 y 1990, y ello ocurrió a pesar de la expansión económica habida entre 1968 y 1978 y como evidente reflejo de su distorsión (Cilento, 1995).

La población colombiana de Armenia, afectada por un sismo el 25 de enero de 1999, envió, a través de las imágenes de la televisión, un severo alerta sobre la tragedia que un terremoto de intensidad media-alta puede provocar en cualquier ciudad, a pesar de que cuatro años atrás, el 4 de febrero de 1995, un sismo destructivo de 6,4 de intensidad había ocurrido en el mismo corredor Armenia-Pereira, donde también había ocurrido otro, de 6,5 grados, que provocó víctimas, el 19 de diciembre de 1991. Armenia es una pequeña ciudad de unos 300.000 habitantes y, sin embargo, las acciones durante y después del desastre fueron excesivamente lentas y dificultosas. En comparación, solamente en los barrios de Caracas viven más de 1,5 millones de personas, cinco veces la población de la ciudad colombiana; y están alojadas en zonas en general de muy alto riesgo, de difícil acceso, y sin ninguna preparación para afrontar una tragedia de grandes dimensiones, como la que podría causar un terremoto de magnitud similar o superior a la del terremoto del 28 de julio de 1967.

La falla Tacagua-el Ávila es el accidente geológico más sobresaliente del valle mayor del AMC, y es una amenaza sísmica tangente, en toda su longitud, al límite norte de la ciudad y el sur del litoral. La vía expresa que establece ese límite en la cota mil (avenida Boyacá), del lado de Caracas, está ubicada directamente o a pocos metros de la zona de contacto de la falla del Ávila. En consecuencia no sólo es inadmisible sino sumamente peligroso permitir edificaciones en esa zona (Alonso, 1975). A pesar de ello, esta precaución elemental ha sido totalmente irrespetada por los agentes del negocio inmobiliario y los profesionales que han sido responsables de la planificación y control urbano de la ciudad.

Cuando ocurrió el terremoto de 1967, existían en Caracas un poco más de 120.000 apartamentos en edificios, mientras que en 1990 llegaron a unos 230.000, y en 1999 superaron los 300.000; al mismo tiempo y en el mismo período, el número de edificios altos de oficinas creció espectacularmente. Y como se puede apreciar a simple vista, y los especialistas han señalado con gran preocupación, el olvido de los efectos de un terremoto es evidente, y no estamos tan lejos del próximo.

Como se mencionó al inicio, y el recuerdo está fresco, el AMC está permanentemente amenazada por el fenómeno de los aludes torrenciales, el de 1999 afectó con mayor gravedad, en toda su longitud, el flanco norte de cara al mar de la serranía del Ávila. De ese lado la altura y la pendiente son mayores que del lado sur, lo que implica mayor riesgo de aludes y más torrentosos. Del lado sur, con cara hacia Caracas, la altura es unos 900 metros menor y también lo es la pendiente, pero los riesgos de inundación en el valle mayor no son menores, debido la posibilidad de confluencia de fuertes lluvias en el Ávila y una creciente del río Guaire; la última vez que esto ocurrió fue el 4 de noviembre de 1949, hace un poco más de 50 años. Ese ciclo cincuentenario se cumplió puntualmente con los deslaves de diciembre de 1999, pero ello no significa que la amenaza para el AMC haya desaparecido (ver Cilento, 1995).

Lo que si es necesario establecer, de forma tan precisa como posible, es la probabilidad de que el evento de Vargas pueda repetirse en un lapso determinado. La incertidumbre de la respuesta puede ser muy importante en el momento, considerando la imprecisión y carencia de data disponible. Pero una cosa si es segura: aun en el caso de una inundación significativamente menor que el evento de 1999, el riesgo es muy alto porque la vulnerabilidad del flanco norte del Ávila se ha incrementado considerablemente. La ocurrencia de un evento similar en el lado sur no es tampoco totalmente improbable. Este es el momento de prepararse para los próximos deslaves, desarrollando investigaciones y colectando la información básica que pueda mejorar el conocimiento de las condiciones de formación de tal fenómeno (Richard y Usselmann, 2000).

Accesibilidad del AMC

Uno de los mayores riesgos que afecta al AMC es que su accesibilidad también pueda ser restringida severamente por un sismo, similar o mayor al de 1967, o por una tormenta de gran intensidad, apenas mayor que el coletazo de la tormenta Brett que afectó a Caracas en 1993. En efecto, como todas las ciudades sin acceso acuático directo, Caracas es una ciudad que corre el riesgo de quedar aislada, es decir sufrir una fuerte merma de los flujos de bienes y personas, durante y después de una gran catástrofe, de un conflicto bélico o de otra calamidad. De hecho, el AMC está seriamente limitada en sus tres accesos principales: 1) La entrada norte, por la autopista Caracas-La Guaira y la carretera vieja, que comunican la ciudad con el primer aeropuerto, el segundo puerto del país y con el resto del litoral (estado Vargas), constituye un estrecho pasaje montañoso por donde además pasan tuberías matrices e instalaciones que conducen agua, combustibles y electricidad. Este pasillo-acceso está ubicado directamente sobre la falla geológica Tacagua-el Ávila y está permanentemente afectado por problemas geotécnicos que producen derrumbes y aludes. Una circunstancia agravante es la certeza técnica de que al menos uno de los tres grandes viaductos de la autopista no sobreviviría un terremoto, si no falla antes, pues está severamente dañado en su estructura
. Además, este acceso está rodeado de asentamientos irregulares que, dada la situación de creciente pobreza y desempleo, aumentan las condiciones de inseguridad del sector. 2) El acceso hacia la región central y occidental del país, a través de la carretera Panamericana y la autopista Regional del Centro, también un estrecho corredor montañoso, está afectado en el trecho de la Panamericana por muy frecuentes derrumbes y asimismo bloqueado por barrios de gran densidad de ocupación y altísimo riesgo de deslizamientos, lo que ya ocurrió con la tormenta Brett, antes mencionada. 3) El acceso este da salida hacia las regiones oriental y sur del país, y comunica con las ciudades dormitorios del valle Guarenas-Guatire, integrantes de la región metropolitana de Caracas. Es una autopista congestionada en las horas pico, y sus zonas adyacentes, incluso el derecho de vía, están siendo objeto de múltiples invasiones que aumentarán la vulnerabilidad, riesgos y dificultades de accesibilidad. Este acceso hacia oriente ya fue interrumpido por varios meses, en la misma fecha de los deslaves del litoral, por el derrumbe de la presa de El Guapo en el estado Miranda. Todas las otras vías de acceso al AMC son secundarias y adolecen de fallas, riesgos similares y peor mantenimiento.

Esta grave situación plantea varias cuestiones prioritarias: 1) Necesidad de prescindir de las ideas y propuestas que plantean eliminar el aeropuerto de La Carlota, ubicado en el valle mayor de la ciudad, o de su reducción a un simple helipuerto, pues se trata de una instalación de carácter estratégico, dadas las condiciones actuales de vulnerabilidad del AMC. 2) Necesidad de completar lo antes posible la construcción del tramo ferroviario Caracas-Tuy medio y su continuación hasta Puerto Cabello en el estado Carabobo. 3) Atender, con carácter de urgencia, las graves fallas de la autopista Caracas-La Guaira: estabilidad de taludes y torrenteras, y riesgos de derrumbe de uno de sus viaductos. 4) Abocarse a la gestión de construcción de una vía alterna al litoral; entretanto se debe proceder a la recuperación integral, incluyendo todos los factores de seguridad, de la carretera vieja Caracas-La Guaira. 

Transporte y servicios públicos vulnerables

Otros elementos de vulnerabilidad están dados por las deficiencias casi crónicas en el transporte y los servicios públicos metropolitanos. Una condición de base para garantizar sostenibilidad y una buena calidad de vida urbana es la existencia de una eficiente red de vialidad y de transporte urbano y suburbano, que garantice los desplazamientos y accesibilidad a todos los sitios de alojamiento y trabajo de la población. Su inadecuación es un indicador de vulnerabilidad que puede representar un peligroso componente adicional de crisis a la hora de una contingencia.

La inaccesibilidad a las grandes extensiones urbanas de fuertes pendientes que ocupan los barrios del AMC es un factor de riesgos mayor. No sólo por las dificultades de acceso cotidianas, sino por el aislamiento total que puede ocurrir después de una gran catástrofe, debido a los derrumbes ocasionados por la confluencia de fuerzas sísmicas y suelos meteorizados por la acción de aguas blancas, grises y negras, en zonas deficientemente servidas de cloacas y drenajes. Igual riesgo se corre por la destrucción de las redes de agua potable, cloacas, electricidad y drenajes, como fuera claramente palpable en la tragedia del litoral de 1999, y que en los barrios de Caracas sería aún más grave por la inaccesibilidad sobrevenida.

Otro componente lo constituye el permanente estado de crisis en el que se encuentran los servicios sanitarios y médico-asistenciales del AMC (y de todo el país) debido al colapso presupuestario y de capacidad operativa de los servicios. Además, al deterioro de las edificaciones, sus instalaciones y equipos, por falta de mantenimiento, se suma el deterioro prematuro de edificaciones nuevas por sus frecuentes fallas de calidad, producto de actuaciones irresponsables de funcionarios, arquitectos e ingenieros, que aceptan una disminución en los estándares cualitativos en busca de ficticias economías en los costos de construcción.

El resultado es que las obras públicas en general y particularmente hospitales, ambulatorios, escuelas y viviendas, construidos con fondos públicos, desde hace muchos años contribuyen, por su deficiente calidad, más que a resolver, a crear nuevos problemas (Cilento, 1995). Otro problema que se agrega, conocido y documentado técnicamente, está relacionado con la tipología de las edificaciones escolares y hospitalarias, pues éstas son con mucha frecuencia, y en todas partes, de las más dañadas a la hora de un sismo, lo cual implica el riesgo de otra contingencia paralela por la dificultad para atender la población afectada. 

La propiedad del riesgo

Claude Gilbert (1998) señala que la “propiedad de un riesgo” es una noción que viene de la sociología norteamericana (Joseph Gustfield), es la idea de que un actor o una organización se consideren propietarios de un riesgo porque éste es un reto de envergadura y porque tienen no sólo la voluntad sino la capacidad de tomarlo a su cargo. Uno de los obstáculos para el reconocimiento y tratamiento de una contingencia “consiste precisamente en que ésta carezca de propietario, no esté inscrita en campos de competencia bien definidas, competa a varios organismos de prerrogativas mal definidas y con intereses limitados”. Un riesgo se gestiona mejor si es objeto de apropiaciones diversificadas, fuertes y duraderas; y el que estas apropiaciones sean conflictivas no necesariamente es molesto, al contrario. Hay conflictos entre quienes se exponen al peligro y quienes lo producen o se encargan administrativamente de él. Asimismo en el campo administrativo puede haber incertidumbres y tensiones para determinar a qué estructura competen: medio ambiente, sanidad, economía, obras públicas, orden público, etc.

Pero, ¿quien es propietario en Venezuela de la contingencia que pudiera desatar un sismo de grandes proporciones que afecte, por ejemplo, al AMC y al oriente del país? ¿Puede acaso serlo una dependencia del ámbito nacional como Defensa Civil o la Fuerza Armada? ¿Qué papel jugarán las autoridades estadales, metropolitanas y municipales? ¿Cómo se coordinará la participación de las organizaciones de voluntarios y la ayuda interna y externa? ¿Existe algún plan de contingencia que haya estudiado todas las opciones y evalúe permanentemente los recursos disponibles
, en todos los lugares sujetos a riesgos sísmicos u otros riesgos mayores? ¿Están los diversos riesgos debidamente documentados y han sido apropiados por las instancias competentes capacitadas técnica y presupuestariamente para ello?

Cuando ocurrió el terremoto de Caracas de 1967 el Ministerio de Obras Públicas (MOP)
 se apropió de la contingencia, como lo había hecho en oportunidades anteriores, y enfrentó el desastre inmediatamente, coordinando la participación de las Fuerzas Armadas, los bomberos, el gremio de ingenieros y sus propios contratistas. Al día siguiente del desastre ya se estaba movilizando equipo pesado para el despeje de escombros, equipo éste que provenía del propio MOP y de las empresas contratistas. El terremoto ocurrió un día sábado y desde el lunes siguiente grupos de profesionales, convocados por el Ministerio y el Colegio de Ingenieros, iniciaron un proceso de evaluación de daños en todas las edificaciones y obras civiles afectadas por el sismo. La capacidad y calidad de respuesta del MOP entonces eran muy altas. El tratamiento de la catástrofe del litoral demostró fehacientemente que hoy en día no existe esa capacidad y se puede asegurar que ninguna contingencia tiene dueño, en el sentido planteado por Gilbert. 

Prevención, preparación, mitigación y rehabilitación

La pobreza –representada tanto por el deterioro del salario y el desempleo abierto o encubierto, como por las carencias educativas y de salud, y por la proliferación de asentamientos no controlados o informales– es, como ha sido señalado, la mayor de las vulnerabilidades de la población y concomitantemente de los centros urbanos. Además la pobreza es la mayor dificultad de la sociedad para asumir las tareas de prevención, mitigación, preparación y para generar capacidades de rehabilitación posdesastre. Puesto que la mayor parte de los sistemas más eficientes, de preparación y de generación de capacidad de respuesta posterior, se sostienen con las contribuciones voluntarias y las acciones de las autoridades locales en el ámbito de las comunidades, las sociedades más pobres tienen que sufrir largos períodos de penuria antes de lograr una mediana recuperación. Pero, no sólo la pobreza carencial propicia escenarios de riesgo, lo más grave es que la pobreza ética de profesionales, autoridades, empresarios de la construcción y dirigentes políticos y sindicales, ha contribuido también de manera determinante a hacer más vulnerables los centro urbanos. De hecho, las llamadas catástrofes naturales si bien pueden ser iniciadas por un fenómeno natural, sus graves efectos son consecuencia, en la gran mayoría de los casos, de las acciones u omisiones de los seres humanos. Desde este punto de vista las “catástrofes naturales” son en realidad provocadas por los humanos. Las malas prácticas constructivas, la violación sistemática de las ordenanzas municipales, el bote de basuras y escombros en cualquier lugar, así como la ineficiencia y el descuido en el trabajo ordinario, la falta de mantenimiento y conservación de las edificaciones, construcciones en general y de instalaciones, maquinarias y equipos, producen incrementos importantes en los riesgos, e inclusive accidentes graves y desastres mayores.

La conferencia de Naciones Unidas sobre los Asentamientos Humanos (Hábitat II), celebrada en Estambul en 1997, consideró el tema de los desastres en la Agenda Hábitat, tanto en el capítulo de Compromisos como en el Plan Global de Acción. Uno de los compromisos aceptados por todas las naciones firmantes señala lo siguiente: “Prevenir los desastres provocados por el hombre, incluyendo desastres tecnológicos mayores, mediante el aseguramiento de regulaciones y otras medidas adecuadas para evitar su ocurrencia, y reducir los impactos de desastres naturales y otras emergencias en los asentamientos humanos, inter alia, a través de mecanismos apropiados de planificación y dotación de recursos para rápidas respuestas, centradas en la gente, que promuevan una suave transición del auxilio a la rehabilitación, reconstrucción y desarrollo, tomando en cuenta las dimensiones culturales y de sostenibilidad; y reconstruir los asentamientos afectados por desastres, de forma que se reduzcan los riesgos futuros y se hagan los asentamientos reconstruidos accesibles a todos” (United Nations, 1997).

La tarea de mejorar la prevención, preparación, mitigación y rehabilitación (respuesta posdesastre), de los desastres naturales o provocados por el hombre, compete al poder público en todos sus ámbitos, en cooperación con empresas de seguros, ONG, organizaciones de la comunidad, comunidades organizadas, y comunidades académicas, de la salud y científicas; pero debe existir un ente, capacitado técnicamente, para manejar un plan de contingencia que permita disponer rápidamente de los recursos necesarios para actuar con eficiencia y prontitud antes, durante y después de ocurrida la contingencia.

Con base en el Plan Global de Acción de Hábitat II, se presentan a continuación un conjunto de acciones orientadas a la reducción de los impactos que pudieran afectar a la población del AMC como consecuencia de una catástrofe natural u otra emergencia. La presentación de estas propuestas contribuye, adicionalmente, a clarificar con más precisión los muchos ángulos vulnerables que presentan los asentamientos humanos a la hora de una contingencia mayor. 
Prevención y preparación

· La autoridad metropolitana, en coordinación con las autoridades de los municipios, debe promover normas y ordenanzas apropiadas sobre el uso del suelo, planificación, diseño y construcción basados en evaluaciones de riesgos y vulnerabilidad, efectuadas profesionalmente.

· Se debe asegurar la participación, en la planificación y gerencia de desastres, de todas las partes interesadas, incluyendo mujeres, niños, ancianos y personas discapacitadas, en reconocimiento de sus particulares vulnerabilidades.

· Las autoridades competentes deben promover información y asistencia técnica sobre materiales, componentes y tecnologías de construcción que permitan reducir los riesgos y mejorar la construcción que realmente ejecuta la gente, particularmente los auto constructores de los barrios.

· Deben desarrollarse programas de habilitación anticipada de tierras, que faciliten la relocalización voluntaria y el acceso de toda la gente a zonas que sean menos propensas a desastres; lo cual implica la identificación de las áreas más vulnerables a través de mapas de riesgos y la ubicación de nuevos asentamientos.

· Se deben poner en marcha programas de entrenamiento en prácticas de construcción sostenibles, que incluyan la reducción de riesgos, dirigidos a diseñadores y constructores, particularmente a los maestros de obra y pequeños contratistas, que ejecutan la mayoría de las viviendas y otras obras en los barrios.

· Se debe reforzar oportunamente
 la resistencia de infraestructuras importantes, redes vitales y servicios críticos, en particular aquellos cuyo colapso puede producir un desastre secundario y constreñir las operaciones de emergencia (escuelas, hospitales, puentes, vías elevadas, túneles, tuberías matrices, etc.)

Mitigación

· Se debe establecer un sistema metropolitano amplio de información sobre los riesgos que pueden afectar la ciudad, integrado a la planificación y el diseño de nuevos desarrollos.

· Las autoridades competentes deben promover y apoyar financieramente soluciones accesibles de bajo costo, propuestas innovadoras que permitan identificar los riesgos críticos de comunidades vulnerables, por ejemplo mapas de riesgos y programas de reducción de vulnerabilidad centrados en las comunidades.

· Igualmente, promover y soportar el establecimiento de normas, estándares y prácticas de construcción que respondan al tipo de desastres que pudieran afectar al AMC.

· Es de máxima prioridad la definición de competencias, responsabilidades y canales de comunicación, entre funcionarios y actores, en la gerencia predesastres, y en las actividades de mitigación y preparación; tales como la determinación de riesgos y peligros, monitoreo, predicción, prevención, tratamiento, realojamiento y respuestas frente a la emergencia.

· Las autoridades metropolitanas y de los municipios deben promover y estimular a todos los sectores de la sociedad a participar en la planificación de la preparación frente a desastres, en áreas como almacenamiento de agua y alimentos, combustibles, primeros auxilios, seguridad de bienes y personas; y en las políticas de prevención de desastres, a través de actividades que permitan construir una verdadera cultura de la seguridad.

· Se deben reforzar y establecer sistemas de observación y alerta temprana de desastres inminentes, con las técnicas apropiadas a cada riesgo en particular.

Prevención de desastres tecnológicos e industriales

· Las autoridades nacionales y municipales deben tomar medidas para prevenir accidentes tecnológicos mayores (oleoductos, gasoductos, depósitos de combustibles, líneas de alta tensión, transporte y depósito de sustancias tóxicas, etc.), y para limitar sus consecuencias mediante políticas de uso del suelo y promoción de tecnologías seguras, entre otras acciones.

· Las autoridades nacionales y municipales deben impedir el establecimiento de nuevos desarrollos alrededor de actividades o instalaciones industriales peligrosas, que puedan incrementar el riesgo de los efectos de un accidente mayor.

· Las autoridades competentes deben promover y estimular la participación amplia de la población que habita en la vecindad de instalaciones peligrosas, en las actividades de preparación para desastres, suministrándoles regularmente información adecuada sobre los potenciales peligros.

· También se deben reforzar y establecer sistemas de observación y alerta temprana a la población, para el caso de un accidente tecnológico mayor. 

Ayuda posdesastre, rehabilitación, reconstrucción y reasentamiento

· Se debe promover como rutina de prevención, en empresas e instituciones públicas, privadas y de la comunidad, la realización de simulacros y ejercicios para ensayar la capacidad de respuesta y los planes de auxilio inmediato ante las emergencias.

· Con las universidades se debe promover la investigación en los aspectos técnicos, sociales, económicos y ambientales de la reconstrucción posdesastre, a fin de garantizar la adopción de lineamientos y estrategias sostenibles.

· Se debe garantizar el establecimiento de comunicaciones confiables, y capacidades de respuesta y de toma de decisiones en los ámbitos nacional, metropolitano, local y de las comunidades, durante y después de ocurrido un desastre.

· Las autoridades metropolitanas y municipales, con la colaboración de las autoridades nacionales, deben desarrollar planes de contingencia, científica, técnica y ambientalmente concebidos, que permitan actuar inmediatamente en los procesos de rehabilitación, reconstrucción y reasentamiento. Estas acciones deben aprovecharse como una oportunidad para garantizar la sostenibilidad del asentamiento rehabilitado o del nuevo asentamiento en otro lugar.

· Con las universidades se deben reforzar las capacidades científicas y de ingeniería para la determinación y monitoreo de daños y para implementar técnicas especiales de rehabilitación y reconstrucción.

· Las autoridades competentes deben identificar y soportar propuestas relativas a las necesidades urgentes de alojamiento de los afectados o internamente desplazados. Esto incluye la investigación y desarrollo de técnicas para la construcción de alojamiento temporal o de emergencia con servicios básicos, tomando en cuenta las particulares necesidades de los grupos más vulnerables.

· También se debe respaldar a las ONG y grupos relevantes interesados en apoyar las actividades de alivio, rehabilitación y reconstrucción.

· Aprovechar las escuelas para promover información, e identificar propuestas y acciones que permitan minimizar la interrupción de la asistencia a clases.

· Se debe asegurar que las necesidades particulares de mujeres, niños, discapacitados y otros grupos vulnerables sean consideradas en todos los esfuerzos de comunicación, rescate, relocalización, rehabilitación y reconstrucción.

Conclusión general

Como se ha tratado de clarificar, la reducción de la vulnerabilidad de los núcleos urbanos, frente a desastres naturales o producidos por los humanos, está indisolublemente ligada a la necesidad de desarrollar asentamientos humanos sostenibles, o en todo caso de aumentar la sostenibilidad social, económica, física y ambiental de los asentamientos existentes. Pero estos requerimientos –reducir la vulnerabilidad y aumentar la sostenibilidad– no podrán ser alcanzados si no se desarrollan enfoques comprehensivos, sostenidos en el corto, mediano y largo plazo, que sustituyan la improvisación y el “mientrastantismo” que ha caracterizado, en los últimos 20 o 30 años, las actuaciones públicas en todos sus ámbitos. La mitigación de los desastres debe ser incorporada a la planificación económica y social, no sólo con la visión de preservar la infraestructura física, sino ante todo con el objetivo de estimular la construcción de sociedades resistentes a los desastres. Este análisis somero de los riesgos y vulnerabilidad del AMC ha permitido plantear un conjunto de actuaciones generalizables a casi todas las áreas metropolitanas venezolanas, e incluso del mundo en subdesarrollo. Recomendaciones y compromisos existen, lo apremiante es pasar de las propuestas a la acción, y ello no será posible si no se crea paralelamente, como se ha señalado, una sólida cultura de seguridad y prevención de desastres. 
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� Esto debido básicamente a las fuertes pendientes de la topografía del valle de Caracas.


� Este no es el lugar para entrar en detalles técnicos sobre las lesiones estructurales del viaducto Nº 1 de la Autopista Caracas-La Guaira, pero el problema está abundantemente documentado en el Ministerio de Infraestructura y en el Colegio de Ingenieros de Venezuela. 


� Cuando se habla de recursos se plantean no sólo recursos económicos, sino todo tipo de recursos, por ejemplo equipo pesado y de transporte, helicópteros, almacenamiento de alimentos y agua, estructuras para albergues de emergencia, inventario de edificaciones vulnerables, etc.


� Entre 1936 y 1976, el MOP, que fuera fundado en 1874, fue una institución de muy alta competencia y eficiencia; su fragmentación en 1977 sólo condujo a la ineficacia total de los nuevos ministerios surgidos, y a una pérdida progresiva de calidad de la gestión y de las obras públicas, el desarrollo urbano y la vivienda.


� En este caso “oportunamente” quiere decir que no se debe esperar la ocurrencia de una contingencia para efectuar las obras de reforzamiento necesarias. 





